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II. RÉGIMEN COMERCIAL Y DE INVERSIONES

1) Visión general
1. El Uruguay es Miembro fundador de la OMC y un participante activo en el sistema multilateral de comercio, incluido el Programa de Doha para el Desarrollo, dentro del cual ha formulado numerosas propuestas individualmente o con otros Miembros.  El Uruguay, como país principalmente agrícola, ha sugerido que la agricultura sea integrada plenamente en las normas del comercio multilateral eliminando las ayudas internas y las subvenciones a la exportación.  Desde su último examen en 2006, el Uruguay no ha utilizado el mecanismo de solución de diferencias de la OMC ni ha participado en nuevas diferencias como demandado o tercero. 

2. El Uruguay es una economía pequeña y abierta y como tal considera que el objetivo prioritario de sus políticas económicas y comerciales es continuar profundizando la apertura al mundo a través de la integración regional, de conformidad con las normas multilaterales de comercio.  El Uruguay ha expresado reiteradamente su firme interés en el fortalecimiento del sistema multilateral.  El Uruguay considera que el crecimiento y desarrollo de un país pequeño está inexorablemente vinculado a la expansión, diversificación y modernización de su sector externo.  En la Conferencia Ministerial de Ginebra en 2009, el Uruguay reconoció el papel que la OMC ha jugado como un sistema de comercio basado en normas, para mantener los mercados abiertos frente a la crisis mundial. 

3. El régimen comercial del Uruguay está determinado, en gran medida, por su participación en el Mercado Común del Sur (MERCOSUR).  A través de su participación en el MERCOSUR, el Uruguay ha celebrado acuerdos comerciales preferenciales con el Estado Plurinacional de Bolivia, con Chile, con la Comunidad Andina (Colombia, Ecuador y la República Bolivariana de Venezuela), y con el Perú, los cuales son miembros asociados del Mercado Común.  El Uruguay mantiene varios acuerdos preferenciales bilaterales con otros países miembros de la ALADI.  El de mayor alcance es un Acuerdo de Libre Comercio con México, suscrito el 15 de noviembre de 2003 y vigente a partir del 15 de julio de 2004 con la aprobación de la Ley No 17.766, el cual abarca casi la totalidad del universo arancelario, con excepción del petróleo y los automóviles.  Desde 2006 han entrado en vigor un acuerdo de alcance parcial entre el MERCOSUR y la India y un tratado de libre comercio con Israel.  Asimismo, se han firmado acuerdos entre el MERCOSUR y Egipto, por un lado, y la Unión Aduanera del África Meridional (SACU), por otro, pero aún no han entrado en vigor.  

4. El Uruguay está en general abierto a la inversión privada (incluida la extranjera), la cual se encuentra protegida por una ley general de inversiones que garantiza la igualdad de trato a las inversiones extranjeras y las nacionales.  Sólo se aplican restricciones a la inversión privada, en los sectores considerados de interés público nacional tales como las telecomunicaciones fijas, el agua y el saneamiento, y en áreas específicas en seguros y transporte.  No se requiere autorización previa para realizar una inversión, incluida la inversión extranjera.  Las empresas extranjeras pueden actuar por medio de una filial, una sucursal o una oficina de representación permanente, siempre que se cumplan ciertas formalidades.

5. No hay limitaciones para las empresas extranjeras en cuanto a la propiedad del capital accionario y las empresas extranjeras pueden llegar a detentar el 100 por ciento del capital accionario.  No existen restricciones para el ingreso ni para la salida de capitales, transferencia de utilidades, dividendos, o intereses.  No se otorga ningún incentivo especial a la inversión extranjera, que se beneficia de los mismos incentivos concedidos a los inversionistas locales.  El Uruguay es miembro de diversos mecanismos internacionales de arbitraje para la solución de diferencias relacionadas con las inversiones.  

2) Formulación y aplicación de la política comercial

i) Marco general jurídico e institucional

6. El Uruguay es una República democrática con separación de poderes en Ejecutivo, Legislativo y Judicial.  La actual Constitución fue aprobada en 1967 con las modificaciones plebiscitadas en las siguientes fechas:  26 de noviembre de 1989, 26 de noviembre de 1994, 8 de diciembre de 1996 y 31 de octubre de 2004.  De acuerdo con la misma, el Poder Ejecutivo es ejercido por el Presidente de la República actuando con el Ministro o Ministros respectivos, o con el Consejo de Ministros.  El Presidente y el Vicepresidente de la República son elegidos conjunta y directamente por el Cuerpo Electoral por mayoría absoluta de votantes, por un plazo de cinco años sin posibilidad de reelección.  A la Presidencia de la República le compete orientar, formular y asegurar el cumplimiento de las políticas de Estado.
  El actual Presidente asumió su cargo en marzo de 2010.  El Consejo de Ministros, se integra con los titulares de los respectivos Ministerios, habiendo en la actualidad 13 ministros, quienes son elegidos por el Presidente y son responsables ante la Asamblea General.
  

7. El Poder Legislativo es ejercido por la Asamblea General, compuesta por dos Cámaras:  una de Senadores y otra de Representantes y presidida por el Vicepresidente de la República.
  La Cámara de Senadores está compuesta de 30 miembros, elegidos cada cinco años directamente por el pueblo con arreglo a un sistema de representación proporcional integral, y está presidida también por el Vicepresidente de la República.  La Cámara de Representantes está compuesta por 99 miembros, también elegidos directamente por el pueblo con arreglo a un sistema de representación proporcional, por un período de cinco años. 

8. El Poder Legislativo cuenta con dos comisiones fijas y un número de comisiones especiales.  Las Comisiones fijas son la Comisión Permanente y la Administrativa.  La Comisión Permanente tiene actividades dispuestas por la Constitución y está compuesta de cuatro Senadores y siete Representantes elegidos por el sistema proporcional, designados anualmente unos y otros, por sus respectivas Cámaras;  el Presidente de la misma es un Senador de la mayoría.  La Comisión Administrativa del Poder Legislativo, creada por la Ley No 9.427, de 28 de agosto de 1934, y modificada por la Ley No 16.821, de 23 de abril de 1997, tiene como cometido la administración de todos los servicios de apoyo a la labor legislativa.  La Comisión está integrada por el Presidente de la Asamblea General, quien la preside, tres senadores y tres diputados, más un eventual observador por la minoría no representada.

9. El Poder Judicial está dividido en Juzgados y Tribunales, siguiendo su organización la siguiente jerarquía:  Suprema Corte de Justicia;  Tribunales de Apelaciones;  Juzgados Letrados;  Juzgados de Paz;  Juzgado de Conciliación;  y Juzgado de Faltas.  El Poder Judicial está presidido por la Suprema Corte de Justicia, compuesta por cinco miembros designados por la Asamblea General;  los jueces de los restantes tribunales son designados por la Suprema Corte de Justicia.  Los Tribunales de Apelaciones se componen por tres miembros elegidos por la Suprema Corte con la aprobación de la Cámara de Senadores o la Comisión Permanente.  Funcionan en total 15 Tribunales de Apelaciones:  a) tres Tribunales de Apelaciones de Trabajo, con competencia en materia laboral por apelación de asuntos que vienen de los Juzgados Letrados de Primera Instancia de Trabajo de Montevideo y de los Letrados del interior;  b) siete Tribunales de Apelaciones en lo Civil, que entienden en apelación en todas las demás materias (civil, comercial, aduanero, contencioso administrativo) de asuntos que vienen de los Juzgados Letrados de Primera Instancia de las respectivas materias;  c) dos Tribunales de Apelaciones de Familia;  y d) tres Tribunales de Apelaciones en lo Penal.

10. Los juzgados letrados se especializan en una determinada área legal:  en Montevideo tienen especialidad en asuntos contencioso-administrativos (3), penales (21), civiles (20), familiares (28), laborales (15), de menores (4), relacionados a concursos (2), asuntos aduaneros (1) y familiares de urgencia (4).  Los Juzgados Letrados de Primera Instancia del Interior tienen, en materia penal, de trabajo y de aduana, las competencias que les asignan las leyes especiales respectivas; y en materia civil, comercial, de hacienda, de familia y de menores, las que la Ley No 15.750 asigna a los respectivos Juzgados de Montevideo.  También conocen, en segunda y última instancia, de las apelaciones que se deduzcan contra las sentencias dictadas por los Juzgados de Paz de su circunscripción territorial.  Finalmente en Montevideo están los Juzgados de Conciliación, Juzgados de Faltas y Juzgados de Paz de la Capital, mientras que en el interior encontramos los Juzgados de Paz departamentales, en las capitales de los departamentos, así como Juzgados de Paz en los pueblos y villas y Juzgados de Paz Rurales.

11. Los procedimientos judiciales tienen normalmente dos instancias.  En algunos casos, se puede presentar, además, un recurso de casación ante la Suprema Corte de Justicia, pero éste sólo podrá fundarse en la existencia de una infracción o errónea aplicación de las normas de derecho.  El sistema jurídico uruguayo se basa en normas legales, y aunque la sentencia de un tribunal o de un juez puede servir de guía para juicios posteriores, la misma no constituye un precedente obligatorio.
  

12. Adicionalmente, cualquier reglamento o resolución firme aprobada por cualquier autoridad administrativa estatal, incluidas las empresas estatales, respecto de los cuales se haya agotado la vía administrativa mediante la interposición de los recursos administrativos correspondientes, pueden ser declarados nulos por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo.  Este es un órgano independiente con función jurisdiccional, encargado del control de la legalidad a nivel de toda la Administración y no integra el Poder Judicial.  El Tribunal examina las demandas de nulidad de actos administrativos definitivos, cumplidos por la administración en el ejercicio de sus funciones, contrarios a una regla de Derecho o con desviación o abuso de poder.  Su jurisdicción comprende también los actos administrativos definitivos emanados de todos los órganos del Estado, de los Gobiernos Departamentales, Entes Autónomos  y Servicios Descentralizados.  Se encuentra compuesto por cinco miembros, elegidos por el Parlamento.

13. Existe además un mecanismo de resolución de conflictos adicional al que se sustancia en la órbita del poder judicial previsto en el ámbito judicial, que se desarrolla fundamentalmente en materia comercial a cargo de tribunales arbitrales de carácter privado.

14. Los proyectos de ley pueden tener su origen en cualquiera de las dos Cámaras, y pueden ser propuestos por cualquiera de sus miembros o por el Poder Ejecutivo, con la excepción de proyectos de ley que determinen exoneraciones tributarias o que fijen salarios mínimos o precios, para los cuales se requiere iniciativa del Poder Ejecutivo.
  Los proyectos de ley deben ser discutidos y aprobados por ambas Cámaras del Parlamento;  una vez aprobados, pasan al Poder Ejecutivo, para su promulgación y posterior publicación.  Si el Poder Ejecutivo tuviera objeciones sobre un proyecto, puede oponerse o hacer observaciones y devolverlo a la Asamblea General, dentro del plazo perentorio de diez días.  Cuando el Poder Ejecutivo devuelve un proyecto de ley, se convoca a la Asamblea General y tres quintos de los miembros presentes de cada una de las Cámaras deben tomar una decisión, pudiendo aceptar las observaciones o rechazarlas, manteniendo el proyecto sancionado.

15. En la jerarquía jurídical uruguaya, la Constitución tiene la primacía, siguiéndole, en orden descendente, las leyes, los decretos y las resoluciones.  

16. Los tratados internacionales son negociados por el Poder Ejecutivo, que los remite al Poder Legislativo para su aprobación, a efectos de proceder a la ratificación.  El Poder Legislativo puede aprobar o desaprobar un tratado, pero no puede introducir modificaciones o enmiendas al mismo.  El Ministerio de Relaciones Exteriores es el organismo encargado de celebrar tratados internacionales;  cuando se trata de tratados comerciales internacionales, las negociaciones se realizan conjuntamente con el Ministerio de Economía y Finanzas y con el apoyo técnico de otras dependencias del Estado, según sea el caso.  
ii) Objetivos de la política comercial y de inversiones

17. El Uruguay no posee una ley general que regule el comercio exterior.  Sin embargo, la Constitución contiene disposiciones con respecto a la política comercial y de inversiones.  En este sentido, el Artículo 50 de la Constitución dispone que el Estado orientará el comercio exterior "protegiendo las actividades productivas cuyo destino sea la exportación o que reemplacen bienes de importación".  También dispone que la ley deberá promover las inversiones destinadas a este fin, y encauzar preferentemente con este destino el ahorro público.  

18. El Uruguay es una economía pequeña y abierta y como tal considera que el objetivo prioritario de sus políticas económicas y comerciales es continuar profundizando la apertura al mundo a través de la integración regional y de conformidad con las normas multilaterales de comercio.  A través de los años, el Uruguay ha venido expresando en la OMC que tiene firme interés en el fortalecimiento del sistema multilateral y de la OMC.
  El Uruguay declaró en la Conferencia Ministerial de Doha que apoya al sistema multilateral y a la OMC, que con sus pilares básicos de nación más favorecida, no discriminación y trato nacional, encarna el sistema de reglas y disciplinas multilaterales que evita la imposición de medidas restrictivas y discriminatorias en forma unilateral.  El Uruguay considera que el crecimiento y desarrollo de un país pequeño está inexorablemente vinculado a la expansión, diversificación y modernización de su sector externo.
 

19. Más recientemente, en la Conferencia Ministerial de Ginebra en 2009, el Uruguay reconoció el papel que la OMC ha jugado como un sistema de comercio basado en normas, para mantener los mercados abiertos frente a la crisis global.  El Uruguay considera que esto es trascendente para todos y en particular para un país como el Uruguay que por su escaso mercado interno depende de su comercio exterior para su crecimiento y desarrollo.  El Uruguay expresó en dicha Conferencia su convicción de la necesidad de concluir la Ronda de Doha a la mayor brevedad para hacer sustentable el multilateralismo económico.  El Uruguay considera que, sin éste, las posibilidades efectivas de erradicar el hambre, combatir la pobreza, crear empleo decente y mitigar las consecuencias del cambio climático a nivel global serán ínfimas.  El Uruguay también reiteró la importancia de asegurarse de que los países en desarrollo, productores eficientes de alimentos, tengan una oportunidad justa de competir en los mercados mundiales de productos básicos y que las políticas de apoyo a la agricultura no distorsionen injustamente el comercio internacional.

20. El Uruguay es miembro del MERCOSUR, junto con la Argentina, el Brasil y el Paraguay.  Desde su participación en el MERCOSUR, la política comercial del Uruguay está determinada en gran parte por las políticas comunes adoptadas en el plano regional.  La normativa del MERCOSUR dispone que ninguno de los Estados Partes pueda imponer autónomamente ninguna medida de política comercial en bienes, salvo en aquellos sectores que estén en la etapa de convergencia hacia la Unión Aduanera y a los que se haya concedido una excepción al régimen general para el comercio extra y/o intrarregional.  Como resultado de esto, al no haberse acordado una política común para el azúcar, y para vehículos automotores y partes, estos sectores siguen rigiéndose por normativas nacionales (azúcar) y por acuerdos binacionales (sector automotriz). 

iii) Formulación y aplicación de la política comercial

21. El ministerio responsable de formular y aplicar la política comercial es el ministerio de Economía y Finanzas (MEF) y éste trabaja conjuntamente con el Ministerio de Relaciones Exteriores (MRREE) en las negociaciones comerciales internacionales.  También participan involucrados en la gestión pública del comercio exterior, el Ministerio de Industria, Energía y Minería (MIEM), el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca (MGAP), el Ministerio de Turismo y Deporte (MINTUR) y la Oficina de Planeamiento y Presupuesto (OPP).  A su vez, en el ámbito específico de las operaciones de promoción, actúa el Instituto de Promoción de la Inversión y las Exportaciones de Bienes y Servicios (Uruguay XXI) y la Dirección de Inteligencia, Promoción Comercial e Inversiones del MRREE.
22. El MEF, encargado de la formulación y aplicación de las políticas comerciales, es responsable también de coordinar la política nacional uruguaya en materia comercial con las políticas regionales e internacionales.

23. El MRREE tiene competencia sobre la conducción de la política internacional, incluida la política comercial.  En consecuencia, el MRREE es la entidad encargada de ejecutar y coordinar la política exterior del Uruguay en toda materia.  El MRREE tiene también la responsabilidad de representar al Uruguay en el exterior así como del establecimiento de relaciones con Estados extranjeros y con los organismos internacionales en lo relacionado con asuntos internacionales en materias atribuidas a otros Ministerios.  La conducción de las negociaciones comerciales internacionales, en foros de negociación tales como la OMC y el MERCOSUR, se realiza en coordinación con el MEF y con el apoyo técnico de las dependencias del Estado que correspondan, de acuerdo a los lineamientos establecidos por la Comisión Interministerial para Asuntos de Comercio Exterior (véase infra). 

24. Con el objetivo de procurar la integridad de la gestión pública en materia de inserción económica internacional, en abril de 2006 se creó la Comisión Interministerial para Asuntos de Comercio Exterior (CIACEX), con el cometido de definir las principales líneas de acción del Uruguay en lo atinente a la inserción comercial internacional, la negociación internacional, la promoción comercial y captación de inversiones, así como los mecanismos de incentivos.
  La ClACEX está integrada por el Ministro de Relaciones Exteriores, quien la preside, y los Ministros de Economía y Finanzas;  Ganadería, Agricultura y Pesca;  Industria, Energía y Minería;  Turismo y Deporte;  y un representante de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto de la Presidencia de la República. 

25. Mediante el Decreto No 148/010, se creó la Secretaría Ejecutiva de la CIACEX que tiene como funciones principales:  a) asesorar a los ministros en toda materia contenida en los cometidos de la Comisión;  b) elaborar y someter a consideración de los ministros propuestas de acciones en las materias contenidas en los cometidos de la Comisión;  c) realizar el seguimiento de la implementación de las decisiones adoptadas por la Comisión;  y d) toda otra función que los ministros entiendan pertinente.  La Secretaría Ejecutiva de la CIACEX funciona en la órbita del MRREE, el cual proporciona el soporte logístico, técnico y administrativo para el desarrollo de sus funciones.  La Secretaría está liderada por un Secretario Ejecutivo, el cual tiene como funciones principales:  a) coordinar y supervisar las actividades de la Secretaría Ejecutiva;  b) participar de las reuniones de la CIACEX;  y c) presidir las reuniones de técnicos de los ministerios. 

3) Régimen de inversión 

26. El régimen de inversiones en el Uruguay, con inclusión de la inversión extranjera, se rige por la Ley No 16.906, de 7 de enero de 1998, o Ley de Inversiones, en la cual se declara de interés nacional la promoción y protección de inversiones realizadas por inversores nacionales y extranjeros en el territorio nacional.  En esta Ley se realiza una clasificación en dos grupos de estímulos fiscales:  los de orden general para la inversión, y los estímulos respecto a inversiones específicas.  El Decreto No 59/998, de 4 de marzo de 1998, así como los Decretos No 92/998, de 21 de abril de 1998, No 175/003, de 13 de mayo de 2003, y No 455/007, de 26 de noviembre de 2007 reglamentan las normas referidas al régimen para la promoción y protección de las inversiones contenidas en la Ley de Inversiones.
  El Decreto No 455/007 proporciona el marco general y, por lo tanto, es el más importante de los anteriores.
27. En el Uruguay no se requiere autorización previa para realizar una inversión, incluida la inversión extranjera.  Las empresas extranjeras pueden actuar por medio de una filial, una sucursal o una oficina de representación.  En el caso de establecer una empresa uruguaya, el inversor extranjero puede constituir cualquiera de los tipos sociales previstos en la Ley de Sociedades Comerciales No 16.060, pero el tipo societario utilizado con más frecuencia es el de la sociedad anónima, de la cual los extranjeros pueden llegar a detentar el 100 por ciento del capital accionario (capítulo III 4) i)).  El mercado financiero es libre, no se requiere autorización previa para el ingreso o egreso de divisas.  No existen restricciones para el ingreso ni para la salida de capitales, transferencia de utilidades, dividendos, o intereses.

28. En general el inversor extranjero puede desarrollar en el Uruguay cualquier tipo de actividad, en las mismas condiciones que los inversores locales.  Sin embargo, a pesar de la política general de apertura a la inversión extranjera, existen algunas áreas en que dicha inversión está explícitamente excluida:  el acceso a la operación de radios y estaciones de televisión;  la navegación de cabotaje y el transporte interno de pasajeros por vías marítima y aérea;  y la pesca dentro de un área de 12 millas marinas.  En las áreas no excluidas a la inversión extranjera, los inversionistas extranjeros reciben trato nacional, ya que la Ley de Inversiones dispone que el régimen de inversiones no discrimine entre inversionistas extranjeros establecidos en el país y locales.  De la misma manera, el inversionista extranjero goza de los mismos incentivos que el inversionista local (véase el capítulo III 4) iii)).  El uso de personal extranjero no está restringido, salvo en algunos sectores como la pesca, buques y aeronaves de bandera nacional:  en estos casos el personal debe ser de nacionalidad uruguaya.  En las zonas francas tres cuartas partes de la fuerza laboral deben ser residentes en el Uruguay.  

29. La Constitución uruguaya prevé, en su Artículo 32, que, nadie podrá ser privado de su derecho de propiedad sino en casos de necesidad o utilidad públicas establecidos por una ley y recibiendo siempre del Tesoro Nacional una justa y previa compensación.  En el caso de diferencias entre un inversionista y el Estado uruguayo, puede recurrirse a los tribunales.  Se aplica un régimen de estabilidad jurídica, de acuerdo con la Ley No 16.906. 

30. A octubre de 2011, el Uruguay había ratificado 29 acuerdos para la promoción y protección de las inversiones;  tiene acuerdos con Alemania, Armenia, Australia, Bélgica-Luxemburgo, Canadá, Corea, Chile, la República Checa, China, El Salvador, España, los Estados Unidos, Finlandia, Francia, Hungría, Israel, Italia, Malasia, México, los Países Bajos, Panamá, Polonia, Portugal, Reino Unido, Rumania, Suecia, Suiza, la República Bolivariana de Venezuela y Viet Nam. 

31. Además, están en vigor tratados para evitar la doble imposición con Alemania (aprobado por la Ley No 16.110, de 17 de abril de 1990) y con Hungría, (aprobado por la Ley No 16.366, de 19 de mayo de 1993), que reducen las tasas impositivas aplicables a dividendos, regalías e intereses (hasta un 15 por ciento), y sobre pagos por concepto de asistencia técnica (hasta un 10 por ciento).  También se ratificaron tratados para evitar la doble imposición con España, (aprobado por la Ley No 18.730, de 7 de enero de 2011), y con México, (aprobado por la Ley No 18.645, de 19 de febrero de 2010).  Se ha ratificado también un tratado de intercambio de información tributaria con Francia (Ley No 18.722, de 12 de enero 2011).
32. El Uruguay es además miembro de organismos internacionales que promueven la seguridad de las inversiones, tales como el Organismo Multilateral de Garantía de Inversiones (MIGA) y el Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones, con sede en el Banco Mundial.

33. El Uruguay cuenta con varias instituciones para promover la inversión.  El Instituto de Promoción de Inversiones y Exportaciones de Bienes y Servicios (Uruguay XXI), tiene como misión internacionalizar la economía uruguaya, fomentando la captación de inversión y promoviendo las exportaciones uruguayas. Uruguay XXI busca también promover al Uruguay como localización estratégica para el desarrollo de negocios en el Cono Sur de América Latina.
  Uruguay XXI presta servicios totalmente gratuitos a empresas, ya sean nacionales o extranjeras.  A las empresas uruguayas se las apoya para que comiencen a exportar y/o para que accedan a nuevos mercados, a través de capacitación y cofinanciación de actividades para aumentar las exportaciones.  A las empresas e inversores internacionales, se los apoya en el proceso de instalación en el Uruguay y se les facilita información para hacer negocios desde el Uruguay.  Asimismo, y para cumplir con estas tareas, Uruguay XXI genera y analiza la información del entorno comercial y económico a fin de identificar nuevos mercados así como también difundir las oportunidades de inversión que existen en el Uruguay.

34. Los inversionistas pueden también beneficiarse de los servicios de la Corporación Nacional para el Desarrollo (CND), persona jurídica de derecho público no estatal creada por la Ley No 15.785, de 4 de diciembre de 1985 modificada por la Ley No 18.602, de 21 de septiembre de 2009.
  Los cometidos de la CND son el actuar como concesionario de proyectos de infraestructura pública de transporte, energía, telecomunicaciones y de cualquier otro tipo que sean de uso público pudiendo además crear o adquirir sociedades comerciales o participar en consorcios y/o en fideicomisos especializados en la explotación de las concesiones o proyectos que se le otorguen.  A partir de la Ley No 18.786, de 19 de julio de 2011, la CND tiene la facultad de desarrollar y fomentar la ejecución de proyectos de participación público-privada, así como de elaborar los lineamientos técnicos aplicables a los mismos, y de crear o adquirir sociedades comerciales de cualquier naturaleza así como instrumentos financieros, cuando ello se entienda necesario para el mejor desarrollo de proyectos de participación público-privada.  La CND es responsable también de asesorar al Poder Ejecutivo a identificar y priorizar proyectos susceptibles de ser ejecutados mediante el sistema de participación público-privada.
 

35. "Uruguay Fomenta", una dependencia de la CND, proporciona información y asesoramiento sobre todos los programas existentes en Uruguay que brindan apoyo al desarrollo productivo.  La Agencia Nacional de Desarrollo Económico (ANDE), persona pública no estatal, fue establecida por la Ley No 18.602, de 21 de septiembre de 2009, con la finalidad de contribuir al desarrollo económico productivo, en forma sustentable, con equidad social y equilibrio ambiental y territorial.  La ANDE está encargada de generar programas para la promoción de las micro, pequeñas y medianas empresas, y asesorar al Poder Ejecutivo en materia de programas e instrumentos orientados al desarrollo económico productivo y al fortalecimiento de las capacidades de desarrollo.  La ANDE tiene también la facultad de diseñar, implementar y ejecutar programas e instrumentos, financieros y no financieros, para el fomento del desarrollo económico-productivo, de acuerdo con los lineamientos político-estratégicos y las prioridades establecidas por el Poder Ejecutivo, y de constituir fondos de inversión y fideicomisos en el cumplimiento de sus cometidos de la Agencia, previa autorización del MEF.  A noviembre de 2011, el funcionamiento de la ANDE aún no había sido reglamentado.

4) Relaciones internacionales

i) Organización Mundial del Comercio

36. El Uruguay es Miembro originario de la OMC y concede, como mínimo, el trato NMF a todos sus interlocutores comerciales.  El MRREE representa al Uruguay ante la OMC, en coordinación con el MEF.  Los Acuerdos de la OMC fueron ratificados en el Uruguay por la Ley No 16.671, de 13 de diciembre de 1994;  como resultado de la aprobación de dicha Ley, los acuerdos se constituyeron en legislación nacional.  El Uruguay no es signatario de los acuerdos plurilaterales de la OMC.  

37. El Uruguay participó en las negociaciones ampliadas de la OMC sobre servicios financieros pero no así en las negociaciones sobre telecomunicaciones.  Como resultado de su participación en las negociaciones sobre servicios financieros, el Uruguay aceptó el Quinto Protocolo del AGCS en 2003.
  En el contexto del Programa de Doha para el Desarrollo, el Uruguay presentó su oferta inicial a los Miembros del Consejo del Comercio de Servicios en marzo de 2003 y en junio de 2005 presentó su oferta revisada.

38. El cuadro II.1 muestra la situación del Uruguay en relación con las prescripciones en materia de notificación de los Acuerdos de la OMC en noviembre de 2011.  

39. Durante el período objeto de examen, el Uruguay no ha participado en ningún nuevo proceso de solución de diferencias en la OMC ni como demandante, ni como demandado, ni como tercero.  Desde el establecimiento de la OMC en 1995, el Uruguay ha participado en un asunto como demandante, en uno como demandado, y en cinco como tercero.
 

Cuadro II.1

Resumen de las notificaciones del Uruguay a la OMC, a noviembre de 2011

	Acuerdo/Decisión
	Signatura de la última notificación
	Descripción de la obligación 
y periodicidad

	Acuerdo sobre la Agricultura

	Artículos 10 y 18.2
	G/AG/N/URY/43, 6.7.2011
	Subvenciones a la exportación;  anual

	Artículo 18.2
	G/AG/N/URY/42, 6.7.2011
	Ayuda interna;  anual

	Artículos 5 y 18.2
	G/AG/N/URY/44, 6.7.2011
	Salvaguardia especial;  anual

	Acuerdo relativo a la Aplicación del Artículo VI del GATT de 1994 (Antidumping)

	Artículo 16.4
	G/ADP/N/98, 16.7.2003
	No se adoptó ninguna medida antidumping;  semestral

	Artículo 16.5
	G/ADP/N/14/Add.13 y G/SCM/N/18/Add.13, 18.10.2001
	Autoridad investigadora;  una vez

	Artículo 18.5
	G/ADP/N/1/URY/2/Suppl.1 y G/SCM/N/1/URY/1/Suppl.1, 21.12.2001
	Leyes y reglamentos;  ad hoc

	Acuerdo relativo a la Aplicación del Artículo VII del GATT de 1994 (Valoración en Aduana)

	Párrafo 1 del anexo III
	G/VAL/N/4/URY/2, 14.11.2001
	Programa de trabajo para la aplicación del Acuerdo;  antes del final del período mencionado en el párrafo 1 del Artículo 20

	Artículo 22
	G/VAL/N/2/URY/1, 19.4.2001
	Información sobre la aplicación y la administración del Acuerdo 

	Artículo 22
	G/VAL/N/1/URY/1, 19.1.2001
	Leyes y reglamentos;  una vez

	Párrafo 1 del anexo III
	G/VAL/W/55, 22.12.1999
	Prórroga para la aplicación del Acuerdo;  antes del final del período mencionado en el párrafo 1 del artículo 20

	Acuerdo sobre la Aplicación de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias

	Artículo 7, anexo B
	16 notificaciones:   G/SPS/N/URY/16, 30.11.2011 (última)
	Medidas 

	Cuadro II.1 (continuación)

	Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio 

	Artículo 4 (d)
	IP/N/4/URY/1, 14.7.1998
	Limitación del trato NMF (Acuerdo del MERCOSUR);  ad hoc

	Artículo 63.2
	IP/N/1/URY/C/1 Add.1, 31.8.2004;   IP/N/1/URY/C/7, 31.8.2004;  IP/N/1/URY/C/6, 30.7.2002;  IP/N/1/URY/3, 29.7.2002;  IP/N/1/URY/P/1, 14.6.2002;  IP/N/1/URY/P/2, 14.6.2002;  IP/N/1/URY/P/3, 14.6.2002;  IP/N/1/URY/U/1, 14.6.2002;  IP/N/1/URY/C/1, 11.6. 2002;  IP/N/1/URY/C/2, 3.10.2001;  IP/N/1/URY/C/3, 3.10.2001; IP/N/1/URY/C/5, 3.10.2001;  IP/N/1/URY/I/1, 3.10.2001;  IP/N/1/URY/I/2, 3.10.2001;  IP/N/1/URY/I/3, 3.10.2001;  IP/N/1/URY/I/4, 3.10.2001;  IP/N/1/URY/C/4, 2.10.2001;  IP/N/1/URY/2/Add.1, 31.5.2000;  IP/N/1/URY/2, 17.2.1999
	Leyes y reglamentos;  una vez

	Acuerdo sobre las Medidas en materia de Inversiones relacionadas con el Comercio

	Artículo 6.2
	G/TRIMS/N/2/Rev.3, 17.4.1998
	Publicaciones en que figuren MIC;  ad hoc

	Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio

	Artículos 2.9.2, 2.10.1, 5.6.2 y 5.7.1 
	G/TBT/N/URY/5, 11.2.2009
	Normas técnicas, ad hoc

	Artículos 2.9.2, 2.10.1, 5.6.2 y 5.7.1 
	G/TBT/Notif.99/37, 11.5.1999
	Normas técnicas, ad hoc

	Artículo 15.2
	G/TBT/2/Add.54, 26.5.1999
	Medidas de aplicación y administración;  una vez

	Acuerdo sobre Procedimientos para el Trámite de Licencias de Importación

	Artículo 1.4 a)
	G/LIC/N/1/URY/3, 25.9.2001
	Leyes y reglamentos;  una vez

	Artículos 1.4 a) y 8.2 b)
	G/LIC/N/1/URY/2, 9.2.2001


	Leyes y reglamentos;  una vez

	Artículo 7.3

	G/LIC/N/3/URY/3, 27.7.2005
	Respuestas al cuestionario

	Artículo 7.3
	G/LIC/N/3/URY/4, 9.10.2009
	Respuestas al cuestionario

	Artículo 7.3
	G/LIC/N/3/URY/5, 6.10.2011
	Respuestas al cuestionario

	Acuerdo sobre Salvaguardias

	Artículo 12.6
	G/SG/N/1/URY/1/Suppl.1, 6.4.1999
	Leyes y reglamentos;  una vez

	Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias

	Artículo 25.1 y Art. XVI.1 del GATT de 1994
	G/SCM/N/123/URY, 6.7.2005, G/SCM/N/128/URY, 6.7.2005
	Programas de subvenciones;  trienal en el caso de las notificaciones completas, anual en el caso de los cambios

	Artículo 25.11
	G/SCM/N/93/Add.1, 1.5.2003
	Adopción de medidas compensatorias;  semestral

	Artículo 27.4
	G/SCM/N/226/URY, 7.6.2011 y G/SCM/N/226/URY/Corr.1, 10.6.2011
	Prórroga del período de transición para la eliminación de una subvención

	Artículo 32.6
	G/ADP/N/1/URY/1/Suppl.2 y G/SCM/N/1/URY/1/Suppl.1, 21.12.2001
	Leyes y reglamentos;  una vez

	Acuerdo sobre los Textiles y el Vestido

	Artículo 2.8 a) y 2.11 
	G/TMB/N/388, 19.2.2001 y G/TMB/N/388/Rev.1, 19.3.2001
	Programas de integración (tercera etapa);  una vez

	Artículo 2.8 b) y 2.11
	G/TMB/N/403, 8.8.2001 y G/TMB/N/403/Add.1, 8.8.2001
	Solicitud de información sobre implementación de programa de integración (segunda etapa);  ad hoc

	Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios

	Artículo III.4 y/o Artículo IV.2 del AGCS
	S/ENQ/78/Rev.8, 3.11.2005
	Servicios de información;  una vez

	Cuadro II.1 (continuación)

	Artículo III.3 del AGCS
	S/C/N/306, 17.11.2004;  S/C/N/307, 17.11.2004;  y S/C/N/308, 17.11.2004.
	Leyes y reglamentos;  ad hoc

	Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994

	Párrafo 4 a) del Artículo XVII
	G/STR/N/3/URY, 28.1.1998
	Notificación relativa a las empresas comerciales del Estado;  trienal en el caso de las notificaciones completas, anual para los cambios (desde 2004, bienal)

	Decisión sobre el procedimiento de notificación de restricciones cuantitativas 

	IBDD 31S/13
	G/MA/NTM/QR/1/Add.6, 20.9.1999
	Notificación de las restricciones cuantitativas;  bienal


Fuente:
Secretaría de la OMC.

40. El Uruguay es miembro de los siguientes grupos en el marco de las negociaciones de la Ronda de Doha: MERCOSUR, Grupo de Cairns y G-20.  En 2003, en el ámbito del Grupo de Negociación sobre el Acceso a los Mercados el Uruguay notificó sus obstáculos no arancelarios.
  El Uruguay ha participado en la preparación de las diferentes reuniones ministeriales.  El Uruguay, como país principalmente agrícola, ha sugerido que la agricultura sea integrada plenamente en las normas del comercio multilateral eliminando las ayudas internas y las subvenciones a la exportación, y al mismo tiempo, abriendo nuevas oportunidades de acceso a los mercados para los productos agrícolas.
  También ha adoptado la posición de que la OMC debe asegurarse de que los países en desarrollo, productores eficientes de alimentos, tengan una oportunidad justa de competir en los mercados mundiales de productos básicos y que las políticas de apoyo a la agricultura no distorsionen injustamente el comercio internacional.
  Para la Conferencia Ministerial de Ginebra en 2009, presentó, junto con otros Miembros, una propuesta para fortalecer la OMC.
 

ii) Acuerdos preferenciales

a) ALADI

41. El Uruguay es miembro de la Asociación Latinoamericana de Integración (ALADI), creada en 1980 por el Tratado de Montevideo, y como tal ha concertado acuerdos de diverso alcance con los distintos países partes a través de los años.
  A noviembre de 2011, el Uruguay había suscrito y mantenía vigentes 32 Acuerdos de Alcance Parcial (AAP) y 7 acuerdos regionales (cinco de ellos relativos a preferencias arancelarias).

42. En el marco de los acuerdos de la ALADI, el Uruguay suscribió el 17 de agosto de 2008, el Acuerdo de Alcance Parcial (AAP.CE) No 63 con la República Bolivariana de Venezuela.  En el marco de dicho acuerdo, la República Bolivariana de Venezuela otorga al Uruguay desgravación total inmediata para un grupo de productos de su oferta exportable, unas 220 partidas arancelarias que comprenden principalmente productos como carnes, frutas y hortalizas, lanas, cueros y algunos productos químicos.
  El acuerdo fue incorporado al ordenamiento jurídico del Uruguay mediante el Decreto del Poder Ejecutivo No 142/009, de 23 de marzo de 2009, publicado en el Diario Oficial No 27.706, de 2 de abril de 2009 (CR/di 2908).  El acuerdo fue incorporado al ordenamiento jurídico de la República Bolivariana de Venezuela a fines de 2008, y entró en vigor para ambos países el 3 de abril de 2009.  La República Bolivariana de Venezuela se comprometió, además, a adoptar todas las medidas necesarias para la facilitación de las operaciones de importación, correspondientes a los productos incluidos en la lista de concesiones.  Las preferencias otorgadas por la República Bolivariana de Venezuela se aplican exclusivamente a los productos originarios del Uruguay, de conformidad con lo dispuesto en el Régimen General de Origen previsto en la Resolución 252 del Comité de Representantes de la ALADI.

43. El Uruguay suscribió el 15 de noviembre de 2003 un Tratado de Libre Comercio con México.  Este acuerdo fue incorporado al ordenamiento jurídico del Uruguay con la aprobación de la Ley No 17.766, de 17 de mayo de 2004, y entró en vigor con la incorporación al ordenamiento jurídico de México el 15 de julio de 2004.  El tratado establece una zona de libre comercio entre ambos países.  Ambas partes se comprometieron a eliminar aranceles desde la fecha de entrada en vigor del acuerdo, con excepción de los productores automotores, petróleo crudo y sus derivados, y los productos contenidos en la lista de excepciones.
  La mayor parte de los productos contenidos en la lista de excepciones del Uruguay quedó sujeta a una tasa de reducción (es decir, margen de preferencia) del 50 por ciento.  Para unos cuantos productos la tasa de reducción es superior (de 60, 70 u 80 por ciento) y para los productos sensibles (ciertos productos de confección, ciertos aceites, vehículos) la reducción es cero en la mayoría de los casos, y del 12 por ciento para unos pocos productos.
  En general, los márgenes de preferencia van del 0 al 80 por ciento.  El Tratado contiene disposiciones sobre salvaguardias y prácticas desleales de comercio, así como sobre políticas de competencia.  En lo relativo a servicios, el Tratado dispone que cada Parte otorgue trato nacional y NMF a los servicios y prestadores de servicios de la otra Parte.  La negociación de parte de las actividades de los servicios de transporte aéreo, compras gubernamentales y servicios financieros aún está en curso.
 
b)
MERCOSUR

44. El Uruguay es miembro fundador, junto con la Argentina, el Brasil y el Paraguay, del MERCOSUR creado en marzo del 1991 por el Tratado de Asunción, con el objetivo último de establecer un mercado común con libre circulación de mercancías, servicios, capitales y mano de obra entre los países miembros.
  El Protocolo Adicional al Tratado de Asunción sobre la Estructura Institucional del MERCOSUR (Protocolo de Ouro Preto), suscrito en 1994, atribuyó al MERCOSUR personalidad jurídica de derecho internacional.  El MERCOSUR fue notificado por primera vez al GATT en julio de 1992 en el marco de la Cláusula de Habilitación.
  La República Bolivariana de Venezuela firmó su Protocolo de Adhesión con los otros cuatro países fundadores del MERCOSUR en julio de 2006; no obstante en octubre de 2011 el Protocolo estaba aún en proceso de ratificación por el Paraguay.

45. La estructura institucional del MERCOSUR, establecida por el Protocolo de Ouro Preto en vigor desde diciembre de 1995, prevé dos tipos de órganos, de acuerdo a la obligatoriedad de sus pronunciamientos:  los decisorios y los no decisorios.  Los órganos decisorios, cuyos pronunciamientos son obligatorios para los Estados Partes son:  el Consejo del Mercado Común (CMC), responsable de profundizar el proceso de integración y lograr los objetivos del Tratado de Asunción, y que se pronuncia mediante Decisiones;  el Grupo Mercado Común (GMC), órgano ejecutivo responsable de supervisar la aplicación del Tratado de Asunción, que se pronuncia jurídicamente por resoluciones;  y la Comisión de Comercio (CCM), que dicta directivas, y tiene el cometido de velar por aplicar y examinar las políticas comerciales comunes relacionadas tanto con el comercio regional como con terceros países.  Los órganos no decisorios son la Comisión Parlamentaria Conjunta, el Foro Consultivo Económico y Social, y la Secretaría Administrativa del MERCOSUR.
46. El Tratado de Asunción estipula la libre circulación de bienes entre los países miembros, habiéndose establecido un cronograma para alcanzar la misma a través del Programa de Liberalización Comercial.  A partir del 1° de enero de 2000, con la excepción del sector azucarero y el automotriz existe la libre circulación de bienes en el MERCOSUR para todos aquellos bienes que tengan certificado de origen MERCOSUR.  En lo que refiere al sector azucarero, aún no se ha definido fecha específica de integración a la política comercial común.  Con respecto al sector automotor, la Decisión CMC 56/10 estableció que la política automotriz común del MERCOSUR debe estar vigente a más tardar el 1º de enero de 2013.

47. El Arancel Externo Común (AEC) del MERCOSUR ha estado en vigor desde enero de 1995 (véase también el capítulo III 2) iv)), admitiéndose ciertas excepciones establecidas en diferentes Decisiones del CMC.  No obstante lo anterior, la Decisión CMC No 56/10 (de convergencia hacia la unión aduanera) estableció la creación de un grupo Ad Hoc a los efectos de examinar la consistencia y dispersión de toda la estructura actual del AEC y a elevar una propuesta de revisión del AEC al Grupo Mercado Común en 2014.

48. La Decisión No 54/04, adoptada en diciembre de 2004, contiene un Acuerdo sobre la Eliminación del Doble Cobro del AEC y la Distribución de la Renta Aduanera en el MERCOSUR con el fin de profundizar la Unión Aduanera.
  La Decisión reconoció la condición de originarios del MERCOSUR a los productos importados desde el exterior del MERCOSUR que se ajustan a la política arancelaria común.  La finalidad es lograr la libre circulación de mercaderías y la eliminación del doble cobro del AEC.  A tal efecto, se establecieron tres etapas para su implementación, a través de la Decisión CMC No 10/10.
49. La primera fase de aplicación de la Decisión No 54/04 fue implementada en el Uruguay a partir del 1° de enero de 2006, según lo dispuesto por el Decreto No 536/005, de 26 de diciembre de 2005.  Esta fase abarca las mercaderías con un 0 por ciento de AEC en todos los países miembros o con una preferencia arancelaria del 100 por ciento en el marco de los acuerdos suscritos por el MERCOSUR con terceros países.  La segunda etapa, que está previsto que abarque el resto de los bienes, aún no se ha implementado, aunque ya se ha puesto en marcha una primera medida, a saber, la aprobación de un Código Aduanero del MERCOSUR por Decisión CMC No 27/10, el cual aún no ha entrado en vigor.  No obstante, la plena implementación del proceso requerirá el establecimiento de un mecanismo para la distribución de la renta aduanera y la interconexión de los sistemas informatizados de gestión aduanera de los Estados miembros, así como el establecimiento de la Base de Datos de Registros de Infractores Regionales (RIM).  A este respecto, en 2010, a través de la Decisión CMC 10/10, el Consejo del Mercado Común aprobó los "Lineamientos para la Implementación de la Eliminación del Doble Cobro del AEC y Distribución de la Renta Aduanera". 

50. El Protocolo de Montevideo sobre el Comercio de Servicios del MERCOSUR, firmado en 1997, apunta a la liberalización de los servicios en un período de diez años.  El Protocolo ha sido ratificado por la Argentina, el Brasil y el Uruguay (Ley No 17.855, de 20 de diciembre de 2004), y entró en vigor el 7 de diciembre de 2005.  El Paraguay aún tiene que ratificar el Protocolo y, por lo tanto, no se aplica en su territorio.  Con arreglo al párrafo 7 del artículo V del AGCS, el Protocolo de Montevideo sobre el Comercio de Servicios en el MERCOSUR fue notificado al Consejo del Comercio de Servicios (CCS) el 5 de diciembre de 2006 (S/C/N/388).  El Protocolo es de duración indefinida y tiene como objetivo aplicar las disposiciones sobre servicios pertinentes del Tratado de Asunción;  establece un programa para la liberalización del comercio de servicios dentro del Mercado Común durante un período de aplicación general de 10 años contados a partir de la entrada en vigor, es decir, "deberá completarse" en diciembre de 2015 a más tardar.  

51. El Protocolo fue examinado en el Comité de Acuerdos Comerciales Regionales de la OMC en septiembre de 2008.
  En diciembre de 2009 se concluyó la séptima Ronda de Negociación de Compromisos Específicos en Materia de Servicios.  En general, el Uruguay ha consolidado parcialmente el suministro a través del Modo 4 del AGCS para todo tipo de servicios;  también existen limitaciones de acceso a los mercados para algunos modos de suministro en servicios profesionales, así como para servicios de investigación y desarrollo;  de arrendamiento de naves y aeronaves;  de agricultura y pesca;  postales;  de saneamiento;  de radio y televisión;  de distribución de energía eléctrica, entre otros.  También se dispone que la actividad aseguradora sólo pueda realizarse por sociedades anónimas constituidas en el país cuyas acciones sean nominativas o por el Banco de Seguros del Estado, el único que podrá realizar seguros de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales.  La lista de concesiones del Uruguay está disponible en el sitio Web de la ALADI.

52. Con el propósito de coordinar las políticas macroeconómicas se instituyó en 2000 el Grupo de Monitoreo Macroeconómico, integrado por representantes de los Ministerios de Hacienda y de los Bancos Centrales.
  Mediante la Resolución GMC Nº 06/10 el Grupo Mercado Común aprobó la creación de la Reunión de Alto Nivel para el Análisis Institucional del MERCOSUR (RANAIM), con el fin de analizar los aspectos institucionales centrales del MERCOSUR y formular propuestas tendientes a la profundización del proceso de integración y al fortalecimiento de sus instituciones.

53. La solución de controversias se realiza en virtud de lo dispuesto por el Protocolo de Olivos, en vigencia a partir de enero de 2004.  Existen dos instancias:  la primera, de carácter decisorio, a cargo de un Tribunal Arbitral ad hoc (TAHM);  y la segunda a cargo del Tribunal Permanente de Revisión.  El Tribunal tiene además la facultad de emitir opiniones consultivas y de actuar como órgano de instancia única, mediando acuerdo de las partes en la controversia.  El Protocolo de Olivos permite, además, al país demandante seleccionar el foro al cual acudirá para resolver la controversia, ya sea el MERCOSUR, el mecanismo de solución de diferencias de la OMC o de otros esquemas preferenciales de comercio de los que sean parte individualmente los Estados Partes del MERCOSUR.  Una vez comenzadas las actuaciones procesales en un foro no se podrá acudir a otro.  

c)
Otros acuerdos comerciales e iniciativas regionales

54. En el marco de la ALADI, el MERCOSUR ha firmado varios acuerdos que contienen disposiciones sobre normas de origen, salvaguardias, prácticas comerciales desleales, restricciones no arancelarias, política de competencia, valoración en aduana, normas técnicas, sanitarias y fitosanitarias, incentivos a la exportación y un mecanismo para la solución de diferencias (cuadro II.2).  Durante el período objeto de examen, los Estados miembros del MERCOSUR han firmado acuerdos de libre comercio con Israel (en 2007, ratificado por el Parlamento uruguayo en 2008 y vigente desde el 23 de diciembre de 2009) y Egipto (en 2010) y acuerdos de preferencias fijas con India (en 2004, ratificado por el Parlamento uruguayo en 2009) y la Unión Aduanera del África Meridional (SACU) que está integrada por Botswana, Lesoto, Namibia, Sudáfrica y Swazilandia (en 2008, ratificado por la Ley No 18.818 en 2011).  
Cuadro II.2

Acuerdos marco y de libre comercio celebrados por el MERCOSUR, a noviembre de 2011

	Acuerdo
	Fecha de la firma/
entrada en vigor
	Observaciones

	Acuerdos de libre comercio

	MERCOSUR-Chile
	25 de junio de 1996/
1º de octubre de 1996
	Eliminación de los derechos para al menos tres cuartas partes de las líneas arancelarias antes de enero de 2004 y para todas las líneas arancelarias antes de 2014

	MERCOSUR-Bolivia
	17 de diciembre de 1996/ 28 de febrero de 1997
	Establecimiento de una zona de libre comercio para el 1º de enero de 2006

	MERCOSUR-Comunidad Andina
	16 de diciembre de 2003/ marzo de 2005
	Establecimiento gradual de una zona de libre comercio en un período de transición máximo de 15 años.  Prevé negociaciones sobre los servicios

	MERCOSUR-Perú
	30 de noviembre de 2005/ 6 de febrero de 2006
	Establecimiento de una zona de libre comercio en un período de transición máximo de 15 años.  En general, hay ocho calendarios de reducción (B1, B2, C1, C2, D1, D2, D3 y D4).  Los productos de la categoría B1 estuvieron sujetos a una reducción arancelaria inicial del 30% y a reducciones anuales sucesivas hasta el 1º de enero de 2012.  Los productos del grupo B2 comienzan con un recorte del 15% y reducciones hasta el 1º de enero de 2014;  las reducciones para los productos de los grupos C1 y C2 duran hasta el 1º de enero de 2010 y el 1º de enero de 2014, respectivamente.  Los productos del grupo D3 estarán sujetos a la eliminación de aranceles para el 1º de enero de 2016, y los de los grupos D2 y D4 para el 1º de enero de 2019.  El acuerdo no abarca productos producidos en zonas francas o sujetos a regímenes aduaneros especiales.

	Cuadro II.2 (continuación)

	MERCOSUR-Israel


	18 de diciembre de 2007/ Internalizado en el Uruguay por la Ley No 18.339, de 21 de agosto de 2008;  entró en vigor el 23 de diciembre de 2009.
	Se aplica a las mercancías y no a los servicios.  Abarca unas 9.424 líneas arancelarias por parte del MERCOSUR y 8.000 líneas arancelarias por parte de Israel.  Se dan algunas excepciones pero con condicionamientos para su inclusión.  Reducción arancelaria en cuatro fases durante un período de 10 años.  Las disposiciones incluyen:  salvaguardias bilaterales;  medidas de urgencia globales;  y la solución de controversias

	Acuerdo Preferencial de Comercio MERCOSUR-India
	25 de enero de 2004 (Acuerdo) y marzo de 2005 (anexos)/junio de 2009)
	Se aplica a las mercancías y no a los servicios.  Abarca 902 líneas arancelarias.  Las preferencias arancelarias que el MERCOSUR aplica a la India abarcan 452 líneas arancelarias.  Las preferencias arancelarias que la India aplica al MERCOSUR abarcan 450 líneas.  Las concesiones aún están por ultimar y los márgenes de preferencia se aumentarán del 10% o el 20% al 100% para un grupo limitado de productos.  Las disposiciones incluyen: medidas de salvaguardia preferenciales;  salvaguardias provisionales;  y la solución de controversias

	Acuerdo Preferencial de Comercio MERCOSUR-Cuba
	21 de julio de 2006/3 de septiembre de 2008
	Se aplica a las mercancías y no a los servicios.  Cuba otorga preferencias a 2.700 líneas arancelarias y el MERCOSUR a 1.200 líneas arancelarias.  Las disposiciones se refieren, entre otras cosas:  origen, solución de controversias, salvaguardias, normas técnicas y medidas sanitarias y fitosanitarias

	MERCOSUR-República Árabe de Egipto
	2 de agosto de 2010/aún no está en vigor
	Acuerdo de preferencias fijas en una primera etapa, como paso previo a un acuerdo de libre comercio

	Acuerdo Preferencial de Comercio MERCOSUR-Unión Aduanera del África Meridional (SACU)

	15 de diciembre de 2008/ aún no está en vigor
	Acuerdo de preferencias fijas como primera etapa, de manera de crear las condiciones para la firma de un acuerdo de libre comercio en una etapa posterior

	Acuerdos marco

	MERCOSUR-México
	5 de julio de 2002/ 5 de enero de 2006
	Establecimiento gradual de una zona de libre comercio;  negociaciones en curso.  El MERCOSUR y México firmaron un acuerdo de alcance parcial que prevé el libre comercio de vehículos para 2011

	MERCOSUR-Jordania 
	30 de junio 2008/ ratificado por el Uruguay por la Ley No 18.700, de 17 de noviembre de 2010/31 de agosto de 2011
	Se pretende crear las bases para entablar negociaciones encaminadas a establecer un eventual acuerdo de libre comercio

	MERCOSUR-Marruecos
	26 de noviembre de 2004/ratificado por la Ley No 18.369, de 10 de octubre de 2008/29 de abril de 2010
	Se pretende crear las bases para entablar negociaciones encaminadas a establecer un eventual acuerdo de libre comercio

	MERCOSUR-Turquía
	30 de junio de 2008/aún no está en vigor.
	Se pretende establecer un acuerdo de preferencias fijas en una primera etapa, como paso previo a un acuerdo de libre comercio

	MERCOSUR-Pakistán

MERCOSUR y la República Árabe de Siria


MERCOSUR-Palestina
	20 de julio 2006/ ratificado por el Uruguay por la Ley No 18.526, de 24 de julio de 2009/aún no está en vigor.

16 de diciembre de 2010/aún no está en vigor.
16 de diciembre de 2010/aún no está en vigor.
	Se pretende crear las bases para entablar negociaciones encaminadas a establecer un eventual acuerdo de libre comercio
Se pretende crear las bases para entablar negociaciones encaminadas a establecer un eventual acuerdo de libre comercio
Se pretende crear las bases para entablar negociaciones encaminadas a establecer un eventual acuerdo de libre comercio


Fuente:
Secretaría del MERCOSUR y Ministerio de Relaciones Exteriores del Paraguay (depositario de los tratados MERCOSUR y sus instrumentos de ratificación).  Consultado en:  http://www.mre.gov.py/dependencias/tratados/ mercosur/registro%20mercosur/mercosurprincipal.htm.

55. Los países parte en el MERCOSUR también han firmado acuerdos marco para iniciar formalmente negociaciones comerciales preferenciales con varios países:  Marruecos (2004);  Consejo de Cooperación de los Estados Árabes del Golfo (Emiratos Árabes Unidos, Bahrein, Arabia Saudita, Omán, Qatar y Kuwait) (2005);  Pakistán (2006);  Jordania (en 2008);  Turquía (2008); Siria (2010) y Palestina (2010).  Por lo general, estos acuerdos marco conllevan el establecimiento de un Comité de Negociación integrado por las respectivas partes con miras, entre otras cosas, a intercambiar información y proponer medidas.  Además de lo anterior, los miembros del MERCOSUR han firmado memorandos de entendimiento relacionados con la promoción del comercio y las inversiones con los siguientes países: la República de Corea (2009);  Singapur (2007);  Rusia (2006);  Guyana (1999);  y Trinidad y Tabago (1999).  Estos memorandos versan, entre otras cosas, sobre el intercambio de información y la identificación de esferas de interés mutuo, así como sobre medidas para ampliar el comercio y las inversiones.  Las negociaciones sobre un acuerdo de asociación interregional entre la Unión Europea y el MERCOSUR se han reiniciado durante el período objeto de examen.  También se está negociando un Acuerdo de Libre Comercio con Palestina.  En materia de servicios, el MERCOSUR firmó un protocolo con Chile en el marco del ACE 35 que fue incorporado en el Uruguay por la Ley No 18.826 y se están llevando a cabo negociaciones con Colombia en el marco del ACE 59.

56. El Uruguay se beneficia del Sistema Generalizado de Preferencias de Australia, Belarús, el Canadá, los Estados Unidos, el Japón, Nueva Zelandia, Noruega, Rusia, Suiza. Turquía y la Unión Europea. 

57. El Uruguay es signatario, a nivel multilateral y como parte del MERCOSUR, del Acuerdo del Sistema Global de Preferencias Comerciales entre Países en Desarrollo (SGPC).  En virtud de este acuerdo se otorgan y reciben preferencias arancelarias entre los países Miembros que adhieren a cada una de las rondas de negociación.  El MERCOSUR como grupo ha participado en la segunda ronda de intercambio de concesiones arancelarias.
  Las preferencias vigentes actualmente en el Uruguay, en el marco de este acuerdo, se corresponden con las establecidas por la Ley No 17.944, de 27 de diciembre de 2005.  En diciembre de 2010 se firmó un nuevo Protocolo entre países miembros del SGPC (Ronda de San Pablo), con mayor cobertura en materia de preferencias otorgadas, que aún se encuentra en trámite de ratificación parlamentaria.
� Artículos 192 a 198 de la Ley de Sociedades No 16.060.


� Las siguientes oficinas dependen de la Presidencia de la República:  Oficina de Planeamiento y Presupuesto (OPP);  Oficina Nacional del Servicio Civil (ONSC);  Instituto Nacional de Estadística (INE);  Unidad Reguladora de Servicios de Comunicaciones (URSEC);  Unidad Reguladora de Servicios de Energía y Agua (URSEA);  Agencia de Gobierno Electrónico y Sociedad de la Información y el Conocimiento (AGESIC);  y Agencia Uruguaya de Cooperación Internacional.  Consultados en línea en:  � HYPERLINK "http://www.presidencia.gub.uy/wps/ wcm/" �http://www.presidencia.gub.uy/wps/ wcm/�connect/presidencia/portalpresidencia/presidencia/oficinas-de-presidencia.


� Los 13 ministerios son:  Defensa Nacional (MDN),  Desarrollo Social (MIDES),  Economía y Finanzas (MEF),  Educación y Cultura (MEC);  Ganadería, Agricultura y Pesca (MGAP);  Industria, Energía y Minería (MIEM);  Interior (MI);  Relaciones Exteriores (MRREE);  Salud Pública (MSP);  Trabajo y Seguridad Social (MTSS);  Transporte y Obras Públicas (MTOP);  Turismo y Deporte (MTD);  y Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA).


� Información en línea del Parlamento del Uruguay.  Consultada en:  � HYPERLINK "http://www0.parlamento.gub.uy/" �http://www0.parlamento.gub.uy/� palacio3 /index1440.asp?e=1&w=1440.


� Uruguay XXI (2011a).


� Este mecanismo se encuentra normado por la Ley No 15.982, de 18 de octubre de 1988, consultada en:  � HYPERLINK "http://www0.parlamento.gub.uy/leyes/AccesoTextoLey.asp?Ley=15982&Anchor=" �http://www0.parlamento.gub.uy/leyes/AccesoTextoLey.asp?Ley=15982&Anchor=�;  y la Ley No 18.786 de julio de 2011, consultada en:  � HYPERLINK "http://www0.parlamento.gub.uy/leyes/AccesoTextoLey.asp?Ley=18786&Anchor=" �http://www0.parlamento.gub.uy/leyes/AccesoTextoLey.asp?Ley= 18786&Anchor=� sobre Contratos de Participación Pública Privada para la realización de obras de infraestructura y prestación de servicios conexos prevé el recurso a este sistema.


� Artículo 133 de la Constitución de la República.


� Constitución de la República Oriental del Uruguay, Sección VII de la Proposición, Discusión, Sanción y Promulgación de las Leyes.


� Documento de la OMC WT/TPR/G/50, de 12 de octubre de 1998.


� Documento de la OMC WT/MIN(01)/ST/35, de 10 de noviembre de 2001.


� Documento de la OMC WT/MIN(09)/ST/58, de 10 de noviembre de 2001.


� Decreto No 101/006 y Decreto No 174/007.


� Más información sobre el régimen de inversión en el Uruguay se encuentra en el sitio Internet de la agencia gubernamental Uruguay XXI:  � HYPERLINK "http://www.uruguayxxi.gub.uy" �http://www.uruguayxxi.gub.uy�.  Puede consultarse también Uruguay XXI (2011a).


� Información en línea de Uruguay XXI.  Consultada en:  � HYPERLINK "http://www.uruguayxxi.gub.uy/innovaportal/" �http://www.uruguayxxi.gub.uy/innovaportal/� v/39/1/innova.front/acerca_de_uruguay_xxi.html.


� La propiedad del capital de la CND en la actualidad es 100 por ciento estatal, pero existe la posibilidad legal de participación accionaria privada hasta en un 40 por ciento. 


� Puede encontrarse más información sobre las actividades de la CND en:  http://www.cnd.org.uy.


� Documento de la OMC S/C/W/223, de 5 de mayo de 2003.


� Documentos de la OMC WT/DS121/R, de 25 de junio de 1999;  WT/DS291/24- WT/DS292/18- WT/DS293/18, de 5 de marzo de 2004;  y WT/DS/OV/24, de 15 de junio de 2005.


� Documento de la OMC TN/MA/W/25/Add.1, de 13 de mayo de 2003.


� Documentos de la OMC WT/MIN(99)/ST/47, de 1° de diciembre de 1999;  WT/MIN(01)/ST/35, de 10 de noviembre de 2001;  WT/MIN(03)/ST/25, de 11 de septiembre de 2003;  y WT/MIN(05)/ST/150, de17 de diciembre de 2005.


� Documentos de la OMC WT/MIN(09)/ST/58, de 1° de diciembre de 2009.


� Documento de la OMC WT/MIN(09)/W/1, de 16 de octubre de 2009, Fortalecer la OMC, comunicación de Australia;  el Brasil;  el Canadá;  China;  las Comunidades Europeas;  Corea;  los Estados Unidos;  Hong Kong, China;  la India;  el Japón;  Malasia;  Mauricio;  México;  Noruega;  Sudáfrica;  Suiza;  Turquía y el Uruguay.


� Los países miembros de la ALADI son la Argentina, el Estado Plurinacional de Bolivia, el Brasil, Chile, Colombia, Cuba, el Ecuador, México, el Paraguay, el Perú, el Uruguay y la República Bolivariana de Venezuela.


� La lista completa de todos los acuerdos vigentes está disponible en línea en:  http://www.aladi.org/nsfaladi/textacdos.nsf/vpaises/uruguay.


� La lista completa de los productos puede consultarse en:  � HYPERLINK "http://www.aladi.org/nsfaladi/" �http://www.aladi.org/nsfaladi/� textacdos.nsf/0f226c9002f6aebf03257491004226fe/9d3ae3a48c0e4385032577110054453f/$FILE/ACE%2063.doc.


� En el caso del Uruguay, la lista de excepciones contiene productos como:  animales vivos;  carne bovina y de otros animales;  pescados y mariscos;  leche y productos lácteos;  miel;  cabello;  coral y materias similares;  esponjas naturales;  ciertas frutas, legumbres y nueces;  semillas y especies;  ciertos granos y cereales;  harinas, féculas y almidones;  paja;  resinas,  extractos y materias vegetales;  grasas y aceites animales y vegetales;  embutidos;  extractos de carne y de pescado;  azúcares y productos del azúcar;  cacao y productos del cacao;  extracto de malta;  productos a base de cereales;  complementos alimenticios;  aguas minerales;  vinos, alcoholes, licores y aguardientes;  vinagre;  tortas y otros residuos sólidos;  alimentos preparados para animales;  cigarrillos, cigarros y tabaco;  extractos y jugos;  ciertas materias y fibras textiles;  prendas de vestir;  tractores, camiones y otros vehículos pesados;  vehículos;  remolques;  y cisternas.  


� Acuerdos de Alcance Parcial - Complementación Económica, AAP.CE Nº 60, Capítulo III. Anexo 3-03(4).  Lista de Excepciones, Sección B - Lista de productos de Uruguay.


� Información en línea del MRREE.  Consultado en:  � HYPERLINK "http://www.mrree.gub.uy/mrree/Asuntos_" �http://www.mrree.gub.uy/mrree/Asuntos_� Economicos% 5Cum.htm.


� Las disposiciones del Tratado de Asunción se han incorporado al marco jurídico de la ALADI mediante el Acuerdo de Complementación Económica No 18.  


� Documento de la OMC WT/L/127, de 7 de febrero de 1996.


� MERCOSUR CMC/DEC/54/04.


� Documento de la OMC WT/REG/M/50, de 24 de octubre de 2008.


� Información en línea de la ALADI.  Consultada en:  � HYPERLINK "http://www.aladi.org/nsfaladi/nuevostemas.nsf/" �http://www.aladi.org/nsfaladi/nuevostemas.nsf/� 2c617e60b2a993cb032574920060b614/51071885d11687c10325768e006039d2/$FILE/Lista%20Uruguay.doc.


� MERCOSUR CMC/DEC/30/00.


� Información en línea del Sistema Global de Preferencias Comerciales entre Países en Desarrollo.  Consultado en:  http://www.g77.org/gstp/#membership.






